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DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. Pese a las diligencias realizadas por el Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, Tolima, no quedó acreditado dentro de la foliatura que ese despacho le hubiera informado al accionante sobre el trámite impartido a su requerimiento del 9 de mayo de 2017 con el fin de que el señor Pineda Muñoz acuda a esa instancia judicial para reclamar la respuesta pertinente, en caso de que no sea absuelta dentro del término dispuesto por el legislador para esa clase de solicitudes, contrario a lo que hizo la Subdirectora Seccional de Atención a Víctimas y Usuarios cuando le informó al actor  mediante el oficio DS-1421.1.-00486 del 17 de mayo de 2017 que su solicitud había sido trasladada al juez ejecutor accionado (Fl. 38). Así las cosas, este Tribunal considera que se debe amparar el derecho fundamental de petición al señor Pineda Muñoz y como consecuencia de esa declaración, se ordenará al Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, Tolima, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, comunique al señor Guillermo Pineda Muñoz el trámite que le dio a su petición (…). DERECHO AL HABEAS DATA / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. [E]ste Tribunal puede establecer que el derecho fundamental del habeas data del señor PINEDA MUÑOZ se encuentra satisfecho, por lo que no hay necesidad de entrar a analizar la existencia o no de una vulneración de dicha garantía constitucional.  En ese sentido, el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991 señala que cuando la tutela está en curso y se dicta la resolución administrativa o judicial que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, “se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes”. De allí que al haberse ya realizado el propósito de la demanda tutelar sobre ese punto específico, carece de objeto, tal como lo ha reiterado la Corte Constitucional (…). Por lo tanto, el motivo que originó la presente acción de tutela tendiente a que el señor GUILLERMO PINEDA MUÑOZ al consultar sus antecedentes en la base de datos de la Policía Nacional ha desaparecido durante el trámite de ésta, ello por la actividad de la Dirección de Investigación Criminal e Interpol, lo que indica que no se hace necesario impartir una orden en tal sentido, configurándose con ello la figura del hecho superado.  
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1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por el señor Guillermo Pineda Muñoz en contra de la Fiscalía Local Ibagué, Tolima y otros por la presunta violación de su derecho fundamental al debido proceso.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Manifestó el señor Guillermo Pineda Muñoz que hace dos años al expedir el certificado de antecedentes judiciales se dio cuenta que su número de cédula se encontraba a nombre de otra persona, la cual tenía registraba antecedentes, por lo que solicitó corrección del documento, pero el 8 de mayo de 2017 cuando pretendía renovar el salvoconducto en el Batallón San Mateo de esta ciudad, se encontró que no se podía hacer tal diligencia, pues sus antecedentes a parecían a nombre de Jhon Byron Villamizar.

Indicó el accionante que la Dirección de Investigación Criminal Interpol seccional Pereira, le informó que señor Jhon Byron Villamizar, aparecía con el mismo número de su cédula 10.131.521 y que era requerido por la Fiscalía Local de Ibagué, Tolima.

Por lo anterior, elevó un derecho de petición el 9 de mayo de 2017 con el fin de que se descartara el cupo numérico y aclarar su identidad ante la Fiscalía Local de Ibagué, Tolima, donde le dieron a conocer el historial de autoridades, donde evidenció que el Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, Tolima había condenado (sic) a Jhon Byron Villamizar; razón por la cual, dirigió en esa misma fecha una petición al juzgado en mención para que allí se diera solución a su inconveniente.   Sin embargo, a la fecha no ha recibido respuesta a su petición, estando aún sometido a inhabilidades por los antecedentes que aparecen con su cédula, como impedimentos para realizar contratos además de que le negaran la visa sin motivo alguno, lo que consideró una vulneración a sus derechos fundamentales al debido proceso y petición por la omisión de la Fiscalía Local y el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, ambos de Ibagué, Tolima.
Por lo tanto, solicitó: i) tutelar los derechos al debido proceso y petición y ii) ordenar a la Fiscalía Local y al Juzgado 2 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, ambos de Ibagué, Tolima, que descarten el citado cupo numérico y aclaren su identidad.

Adjuntó junto copia del derecho de petición con fecha del 9 de mayo de 2017  dirigido a la Fiscalía Local de Ibagué, Tolima, el cual aparece con un sello de recibido en la Secretaría del CSA EPMS de Ibagué, Tolima (Fls. 4 y 5), junto con sus respectivos anexos; i) cédula de ciudadanía No.10.131.521 a nombre del accionante (Fl. 6); ii) consulta en línea de antecedentes y requerimientos judiciales a nombre de Jhon Byron Villamizar, el que aparece identificado con la cédula de ciudadanía No.10131521 (Fl. 7); iii) certificado de la Registraduría Nacional del Estado Civil a nombre del señor Guillermo Pineda Muñoz (Fl. 8); iv) información judicial de la Dirección de Investigación Criminal e Interpol de Pereira a nombre del señor John Villamizar identificado con cédula de ciudadanía No.10.131.521 (Fl.9) e v) historial de autoridades (Fls. 10 y 11).
2.5. Mediante auto del 9 de junio de 2017 se avocó el conocimiento de la presente actuación a prevención por tratarse de una demanda de amparo con fundamento en una petición y no en una decisión judicial; por lo tanto, se ordenó correr traslado a las autoridades judiciales accionadas de Ibagué, Tolima y se dispuso vincular a la Policía Nacional- Departamento de antecedentes judiciales- Sijin para que se integrara el litisconsorcio necesario  (Fls. 14 y 15)
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1. JUZGADO 2º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD IBAGUÉ, TOLIMA. 
La asistente jurídica del despacho informó que consultado el Sistema de Justicia Siglo XXI, encontró que el 9 de mayo del presente año se recibió un memorial del señor Guillermo Pineda Muñoz en el que solicitó que se aclarara su identidad, toda vez que con el cupo numérico 10.131.521 que le pertenece, fue sentenciado el señor Jhon Byron Villamizar, dentro del radicado No.73001-40-04-001-199-00478-00.  Al respecto, indicó que se corrió traslado de esa solicitud al Juzgado 13º Penal Municipal de esa localidad, mediante el oficio No.0516, lo cual fue informado al señor Pineda Muñoz a través del oficio 0517. Lo anterior, por cuanto el expediente fue remitido con oficio No.9186 el 13 de abril de 2013 al juzgado aludido para su archivo definitivo.  

Así mismo, indicó que en la fecha se había enviado la petición del accionante a la Subdirectora Seccional de Atención a Víctimas y Usuarios de la Fiscalía de esa ciudad.
Por lo anterior, solicitó se desvinculara a ese despacho de la presente acción constitucional (Fl. 31).
Adjuntó copia de los oficios Nos.0516 del 30 de mayo de 2017 y No.0592 del 13 de junio de 2017 dirigidos al dirigido al Juzgado 13 Penal Municipal de Ibagué, Tolima  (Fls. 32 y 33).
3.2.  COORDINACIÓN DE LA UNIDAD LOCAL DE FISCALÍAS DE IBAGUÉ, TOLIMA 
Informó que de acuerdo a lo pretendido por el accionante, se procedió a preguntar en la oficina de gestión documental encargada de la correspondencia de esa seccional, sobre el derecho de petición del señor Guillermo Pineda Muñoz y la Coordinadora de la oficina mencionada respondió que en el sistema Orfeo se relaciona: “Fecha 09-05-2011- Remitente: Guillermo Pineda Muñoz, radicado 20170140198562- Nº. De oficio No Registra- fecha de entrega 10-05-2017 a la oficina P.Q.R (Derechos de petición quejas y reclamos.)”, petición que fue recibida y remitida al Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, la cual nunca fue enviada a la Coordinación de la Unidad de Fiscalías Locales. Al respecto, señaló que la Oficina de Gestión documental le informó al señor Guillermo Pineda Muñoz a través del oficio Nº DSF-14-21.1.00486 del 17 de mayo de 2017, sobre la remisión de su petición al juez competente.

Po lo anterior, consideró que esa dependencia no ha vulnerado el derecho fundamental alegado por el tutelante.  En tal sentido, solicitó negar por improcedente la acción de amparo incoada, al encontrarse frente a un hecho superado (Fls. 34 y 35).

Adjuntó copia de los siguientes oficios: i) del 15 de junio de 2017 de la Asistente de Fiscal de la Unidad Local (Fl. 36); ii) del 15 de junio de 2017 de la Oficina de Gestión Documental (Fl. 37); iii) del 17 de mayo de 2017 de la Subdirectora Seccional de Atención a Víctimas y Usuarios dirigido al señor Guillermo Pineda Muñoz donde se le informa que su petición había sido trasladada al Juez 2º de Ejecución de Penas y medidas de Seguridad de Ibagué, Tolima (Fl. 38); iv) del 17 de mayo de 2017 dirigido al Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, Tolima (Fl. 39) y v) del 14 de junio de 2017 dirigido a la Coordinadora de Gestión Documental (Fl.40).

3.3  DIRECCIÓN DE INVESTIGACIÓN CRIMINAL E INTERPOL
Indicó que teniendo a cargo una base de datos que se actualiza a diario con  informaciones que las autoridades judiciales remiten sobre iniciación, tramitación y terminación de procesos penales, se consultó el nombre de GUILLERMO PINEDA MUÑOZ, identificado con cédula de ciudadanía 10.131.521 y no observaron registros de requerimientos, antecedentes o anotaciones; igualmente, señaló que en la página web de la policía el señor pineda Muñoz Guillermo no tiene asuntos pendientes con las autoridades judiciales.

Por lo anterior, solicitó se denegara el trámite contra la Dirección de Investigación Criminal e INTERPOL por improcedente (Fl. 42).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta avocó el conocimiento de la presente acción de tutela aun cuando los despachos accionados están ubicados en Ibagué, Tolima, toda vez que no se está frente a una inconformidad de una decisión judicial, sino que lo pretendido por el señor Guillermo Pineda Muñoz radica en que se le dé respuesta a una solicitud de aclaración de identificación que había presentado desde el 9 de mayo de 2017.  Por lo tanto, esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto

4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades demandadas vulneraron los derechos fundamentales de petición y al debido proceso al señor Guillermo Pineda Muñoz,  de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5. Para esta Sala es importante resaltar que el derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.5.1. Ahora bien, frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.”

4.5.2. En la Sentencia T-146 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.  (…) Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

4.6. Establece el artículo 29 constitucional que el debido proceso se debe aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades, por ello la Corte Constitucional en sentencia T-458 de 1994 lo definió así:  “el debido proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar al ciudadano que ha acudido al proceso, una recta y cumplida administración de justicia y la debida fundamentación de las relaciones judiciales, mediante el acatamiento del principio de juridicidad propio del Estado de derecho, y que excluye, por consiguiente, cualquier acción contra legem o praeter legem. En consecuencia, el debido proceso es un derecho fundamental, susceptible de ser protegido por medio de la acción de tutela, ya que las actuaciones de los servidores públicos que solo obedezcan a motivaciones internas, desconocen la primacía de los derechos inalienables de la persona, la protección constitucional de los derechos fundamentales y la prevalencia del derecho sustancial”
4.7.  DEL CASO EN CONCRETO

4.7.1.  De conformidad con las pruebas arrimadas al presente trámite, se observa que el señor Guillermo Pineda Muñoz el 9 de mayo dirigió un derecho de petición a la Fiscalía Local de Ibagué, Tolima, tendiente a que se descartara el cupo numérico, se aclarara su identidad y se expidiera un certificado de antecedentes a su nombre, toda vez que su cédula de ciudadanía No.10.131.521 aparecía a nombre de “Jhon Byron Villamizar”, quien registra antecedentes penales (Fls. 4 y 5).  Igualmente, el accionante radicó la petición antes referida en la Secretaría del CSA EPMS de Ibagué, Tolima el 9 de mayo de 2017, según se desprende del selló que se plasmó en dicho escrito (Fl. 4). 
4.7.2. Significa lo anterior, que el señor Pineda Muñoz cumplió con la carga probatoria le implica observar al solicitante como lo es el de haber elevado un derecho de petición con el fin de inferir  la autoridad competente de responder el mismo. Al respecto, la jurisprudencia de la Corte Constitucional desde la Sentencia T-010 de 1998 indicó que: “La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.”  (Subrayas nuestras)
Lo anterior, para concluir que las entidades que debieron resolver la petición al señor Guillermo Pineda Muñoz eran la Fiscalía Local y el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, ambos de Ibagué, Tolima. 

4.7.3. Ahora bien, de conformidad lo dispuesto en la Ley 1755 de 2015 que en su artículo 21 indica que si la autoridad a la cual se dirige la petición o solicitud no es la competente, informará al interesado de manera inmediata, si la misma fue elevada verbalmente, o dentro de cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito, y remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario y que los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la petición por la autoridad competente. En tal sentido, obró el Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, Tolima, cuando remitió la solicitud elevada por el señor Pineda Muñoz al Juzgado Trece Penal Municipal de esa localidad por considerar que esta autoridad judicial es la que debe absolver el pedimento del señor Pineda Muñoz, actuación que se desprende de los oficios Nos.0516 del 30 de mayo de 2017 el cual aparece recibido el 5 de junio de 2017 (folio 32) y el No. 0592 del 13 de junio de 2017 radicado el 14 de junio de 2017 (folio 33), sin que se advierta que a la fecha se hayan vencido los términos legales para que el Juzgado 13 Penal Municipal de Ibagué, Tolima, proceda a contestar el requerimiento del accionante.

4.7.4. Pese a las diligencias realizadas por el Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, Tolima, no quedó acreditado dentro de la foliatura que ese despacho le hubiera informado al accionante sobre el trámite impartido a su requerimiento del 9 de mayo de 2017 con el fin de que el señor Pineda Muñoz acuda a esa instancia judicial para reclamar la respuesta pertinente, en caso de que no sea absuelta dentro del término dispuesto por el legislador para esa clase de solicitudes, contrario a lo que hizo la Subdirectora Seccional de Atención a Víctimas y Usuarios cuando le informó al actor  mediante el oficio DS-1421.1.-00486 del 17 de mayo de 2017 que su solicitud había sido trasladada al juez ejecutor accionado (Fl. 38).

4.7.5.  Así las cosas, este Tribunal considera que se debe amparar el derecho fundamental de petición al señor Pineda Muñoz y como consecuencia de esa declaración, se ordenará al Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, Tolima, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, comunique al señor Guillermo Pineda Muñoz el trámite que le dio a su petición radicada en ese despacho el día 9 de mayo de 2017, lo cual deberá ser notificado en la dirección manzana 7 casa 11 barrio ciudadela Comfamiliar, sector Cuba, de Pereira, teléfono 3451028, celulares Nos.312 221 9737 y 313 2903037, correo electrónico nancy4388@hotmail.es
4.7.6.  Ahora bien, en lo pertinente con la consulta en línea de antecedentes y requerimientos judiciales que el señor Guillermo Pineda Muñoz hizo en la página web de la Policía Nacional, se advierte que el número de su cédula 10.131.521 aparecía en la base de datos de esa entidad con el nombre “VILLAMIZAR JHON BYRON”  (folio 7).  Sin embargo, el Jefe del Grupo de Consulta de Información en Base de Datos de la Policía Nacional respondió a la presente demanda de amparo que revisado el Sistema Operativo SIPOER se encontró que a la fecha el nombre del señor GUILLERMO PINEDA MUÑOZ, identificado con la cédula de ciudadanía No.10.131.521, no observa registro de requerimientos, antecedentes y/o anotaciones, “encontrándose a la fecha en estado NEGATIVO” y que revisada la consulta en línea de los antecedentes penales implementada en la página web www.policia.gov.co se observa que los nombres PINEDA MUÑOZ GUILLERMO, identificado con la cédula No.10.131.521 registra la leyenda “NO TIENE ASUNTOS PENDIENTES CON LAS AUTORIDADES JUDICIALES”, según lo dispuesto por la Corte Constitucional en la Sentencia SU-458 de 2012, lo que significa que no tiene requerimiento judicial vigente (folio 42 frente y vuelto). 

4.7.7.  De acuerdo con lo anterior,  se debe tener que el derecho al habeas data se encuentra consagrado en el artículo 15 de la Constitución Nacional el cual señala en su inciso primero que “Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su  buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas…”.  Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia SU- 458 de 2012 se refirió a la protección del habeas en el entendido de que en las bases de datos se actualizara y rectificara información personal y en tal sentido previno al  Ministerio de Defensa-Policía Nacional-  Dirección de Investigación Criminal que omitiera emplear cualquier fórmula que permita inferir la existencia de antecedentes penales en cabeza de los peticionarios, si efectivamente estos no son requeridos por, ni tienen cuentas pendientes con, las autoridades judiciales.

“La dimensión subjetiva del habeas data: la facultad específica de suprimir como parte de su objeto protegido.

18. Es jurisprudencia constante de esta Corte que el habeas data es un derecho fundamental que habilita al titular de información personal a exigir, de la administradora de sus datos personales, una de las conductas indicadas en el artículo 15 de la Constitución: "conocer, actualizar, rectificar", o una de las conductas reconocidas por la Corte como pretensiones subjetivas de creación jurisprudencial: autorizar, incluir, suprimir y certificar. Esta definición del habeas data que ensalza su dimensión subjetiva fue concebida en la sentencia T-729 de 2002 y afianzada en la sentencia C-1011 de 200837.

Para la Corte la facultad de suprimir información personal, sin embargo, no es de carácter absoluto, ni tampoco procede en todo tiempo y circunstancia. Es en cambio una facultad que sólo se activa cuando el administrador ha incumplido uno de los principios de la administración de datos. Este es el caso, cuando, por ejemplo, se administra información (en su modalidad circulación) sin autorización previa del titular, siendo tal autorización presupuesto de la legalidad del tratamiento de datos (sobre todo en al ámbito de la administración de bases de datos personales por particulares)38. O por ejemplo, cuando la administración-circulación de la información personal continúa aun después de que se ha cumplido un término de caducidad específico39.

19. Para la Corte, la facultad de supresión, como parte integrante del habeas data, tiene una doble faz. Funciona de manera diferente frente a los distintos momentos de la administración de información personal. En una primera faceta es posible ejercer la facultad de supresión con el objeto de hacer desaparecer por completo de la base de datos, la información personal respectiva. Caso en el cual la información debe ser suprimida completamente y será imposible mantenerla o circularla, ni siquiera de forma restringida (esta es la idea original del llamado derecho al olvido). En una segunda faceta, la facultad de supresión puede ser ejercitada con el objeto de hacer desaparecer la información que está sometida a circulación. Caso en el cual la información se suprime solo parcialmente, lo que implica todavía la posibilidad de almacenarla y de circularla, pero de forma especialmente restringida.

Esta segunda modalidad de supresión es una alternativa para conciliar varios elementos normativos que concurren en el caso de la administración de información personal sobre antecedentes penales. Por un lado, la supresión total de los antecedentes penales es imposible constitucional y legalmente. Ya lo vimos al referir el caso de las inhabilidades intemporales de carácter constitucional, las especiales funciones que en materia penal cumple la administración de esta información personal, así como sus usos legítimos en materia de inteligencia, ejecución de la ley y control migratorio. En estos casos, la finalidad de la administración de esta información es constitucional y su uso, para esas específicas finalidades, está protegido además por el propio régimen del habeas data. Sin embargo, cuando la administración de la información personal relacionada con antecedentes pierde conexión con tales finalidades deja de ser necesaria para la cumplida ejecución de las mismas, y no reporta una clara utilidad constitucional; por tanto, el interés protegido en su administración pierde vigor frente al interés del titular de tal información personal. En tales casos, la circulación indiscriminada de la información, desligada de fines constitucionales precisos, con el agravante de consistir en información negativa, y con el potencial que detenta para engendrar discriminación y limitaciones no orgánicas a las libertades, habilita al sujeto concernido para que en ejercicio de su derecho al habeas data solicite la supresión relativa de la misma…

(…) 35. Con el propósito de proteger el derecho fundamental al habeas data, en sus tres dimensiones: cumplimiento de los principios de la administración de datos (finalidad, utilidad, necesidad y circulación restringida); derecho subjetivo a la supresión relativa de la información personal negativa;  y garantía del derecho al trabajo de los peticionarios, la Corte ordenará al Ministerio de Defensa-Policía Nacional, en tanto administrador responsable de la base de datos sobre antecedentes penales que, para los casos de acceso a dicha información por parte de particulares, en especial, mediante el acceso a la base de datos en línea a través de las plataformas respectivas de la Internet, omita emplear cualquier fórmula que permita inferir la existencia de antecedentes penales en cabeza de los peticionarios, si efectivamente estos no son requeridos por, ni tienen cuentas pendientes con, las autoridades judiciales.

 

En la medida en que la vulneración del derecho al habeas data se concreta en la conducta del administrador de la base de datos sobre antecedentes penales, que permite que terceros tengan acceso indiscriminado, inorgánico y no acorde con una finalidad clara y precisa establecida en la Constitución o la Ley, a dicha información personal, la Corte ordenará al Ministerio de Defensa-Policía Nacional, o a la autoridad encargada de la administración de la base de datos de antecedentes penales que al momento de facilitar el acceso a dicha base de datos impida que terceros sin un interés legítimo, previamente definido en la ley, conozcan que los peticionarios A, B, C, D, E, F, G, H, I, J,  K, L y M fueron condenados alguna vez por la comisión de un delito. En esta medida, ordenará al Ministerio de Defensa-Policía Nacional retomar la práctica administrativa del entonces DAS, vigente hasta antes de la expedición de la resolución 1157 de 2008. Esto es, que la leyenda sobre el certificado o la constancia de los antecedentes penales, sea por escrito, sea en documento electrónico o de cualquier otra forma posible, sea la misma empleada en la resolución 1041 de 2004 del entonces DAS. Es decir: “no tiene asuntos pendientes con las autoridades judiciales”.

 

En aquella oportunidad la Corte Constitucional ordenó al Ministerio de Defensa-Policía Nacional, como administrador responsable de la base de datos sobre antecedentes penales que, para los casos de acceso a dicha información por parte de particulares, en especial, mediante el acceso a la base de datos en línea a través de las plataformas respectivas de la Internet, omitiera emplear cualquier fórmula que permitiera concluir la existencia de antecedentes judiciales por parte de los accionantes, si estos no eran requeridos, ni tenían cuentas pendientes con las autoridades judiciales. Para tal fin, dispuso retomar la práctica administrativa del entonces DAS vigente hasta antes de la expedición de la resolución 1157 de 2008. Esto es, que la leyenda sobre el certificado o la constancia de los antecedentes penales, sea por escrito, sea en documento electrónico o de cualquier otra forma posible, sea la misma empleada en la resolución 1041 de 2004 del entonces DAS. Es decir: “no tiene asuntos pendientes con las autoridades judiciales”. 
4.7.8.   Consecuente con lo anterior y con fundamento en la prueba allegada por el Jefe de Grupo Consulta de Información en base de datos de la Policía Nacional (folio 42, vuelto), este Tribunal puede establecer que el derecho fundamental del habeas data del señor PINEDA MUÑOZ se encuentra satisfecho, por lo que no hay necesidad de entrar a analizar la existencia o no de una vulneración de dicha garantía constitucional.  En ese sentido, el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991 señala que cuando la tutela está en curso y se dicta la resolución administrativa o judicial que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, “se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes”. De allí que al haberse ya realizado el propósito de la demanda tutelar sobre ese punto específico, carece de objeto, tal como lo ha reiterado la Corte Constitucional de la siguiente manera:

“…el objeto esencial de la acción de tutela es garantizar la efectiva e inmediata protección de los derechos fundamentales, pues, ciertamente, el sentido de este amparo judicial es que el juez constitucional, una vez analizado el caso particular, pueda proferir un fallo en procura de la defensa de los derechos vulnerados al afectado, siempre y cuando exista motivo para ello. Pero si la situación fáctica que generó la amenaza o vulneración ya ha sido superada, la decisión que pueda proferir el juez de tutela  no tendría ninguna resonancia frente a la posible acción u omisión de la autoridad pública, pues, a los afectados ya se les satisfizo lo pretendido en el escrito de tutela, mediante la actuación positiva de las autoridades públicas al garantizar eficazmente el derecho fundamental.
 

Por lo tanto, el motivo que originó la presente acción de tutela tendiente a que el señor GUILLERMO PINEDA MUÑOZ al consultar sus antecedentes en la base de datos de la Policía Nacional ha desaparecido durante el trámite de ésta, ello por la actividad de la Dirección de Investigación Criminal e Interpol, lo que indica que no se hace necesario impartir una orden en tal sentido, configurándose con ello la figura del hecho superado.  

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición al señor GUILLERMO PINEDA MUÑOZ. 

SEGUNDO: ORDENAR Juez 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Ibagué, Tolima, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, comunique al señor Guillermo Pineda Muñoz el trámite que le dio a su petición radicada en ese despacho el día 9 de mayo de 2017, lo cual deberá ser notificado en a la dirección manzana 7 casa 11 barrio ciudadela Comfamiliar, sector Cuba, de Pereira, teléfono 3451028, celulares Nos.312 221 9737 y 313 2903037, correo electrónico nancy4388@hotmail.es.  

TERCERO: DECLARAR LA EXISTENCIA DE UN HECHO SUPERADO dentro la acción de tutela instaurada por el señor Guillermo Pineda Muñoz en lo que respecta al derecho fundamental al habeas data, toda vez que la  Dirección de Investigación Criminal e Interpol de la Policía Nacional, entidad que había sido vinculada a la presente demanda de amparo, actualizó la base de datos con respecto al antecedente que le aparecía a la cédula de ciudadanía No.10.131.521.
CUARTO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.    Si esta decisión no es impugnada, se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� M.P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 


� Sentencia T-463/97
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